Más allá del Consenso de Washington: una visión desde la CEPAL by Ocampo, José Antonio
R E V I S T A









R E V I S T A D E L A C E P A L 6 6
S U M A R I O
Más allá del Consenso de Washington: una visión desde la CEPAL 7
José Antonio Ocampo
La economía de Cuba 29
David ¡barra y Jorge Máttar
La educación en América Latina: la demanda y la
distribución importan 39
Nancy Birdsall, Juan Luis Londoño y Lesiey O'Connell
Determinantes de la desigualdad entre los hogares urbanos 53
Luis Felipe Jiménez L, y Nora Ruedi A.
Los compromisos de gestión en salud de Costa Rica con una
perspectiva comparativa 73
Ana Sojo
Una estrategia de desarrollo a partir de complejos productivos
en torno a los recursos naturales 105
Joseph Ramos
Grandes empresas y grupos industriales latinoamericanos 127
Celso Garrido y Wilson Peres
Entre el control político y la eficiencia: evolución de los derechos
de propiedad agraria en México 149
Gustavo Gordillo, Alain de Janvry y Elizabeth Sadoulet
Los aranceles y el Plan Real de Brasil 167
Renato Baumann, Josefina Rivero y Yohana Zavattiero
Publicaciones recientes de la CEPAL 185
D I C I E M B R E 1 9 9 S
R E V I S T A D E L A C E P A L 6 6
Más allá del Consenso
de Washington:




Este articulo actualiza y complementa las ideas que ha plan-
teado la CEPAL a lo largo de la década de los noventa, a partir
de la estrategia de transformación productiva con equidad y de
los aportes de Fernando Fajnzylber. Tras unos párrafos intro-
ductorios (sección I), se examinan las características salientes
de la situación actual de la región en el terreno macroeconó-
mico, social y de la reestructuración productiva (sección II); se
plantean orientaciones y políticas en cado uno de dichos fren-
tes, con propuestas que destacan la necesidad común de avan-
zar en una segunda ola de reformas, que no se limiten a una
mayor liberalización de los mercados, sino que busquen una
interretación pragmática entre Estado y mercado. En seguida
se estudian los retos macroeconómicos, especialmente el ma-
nejo de la vulnerabilidad externa y el proceso de inversión,
ahorro y financiamiento (sección III). Luego se analizan los
espacios privilegiados de la mesoeconomía, en particular el
desarrollo tecnológico, las complementariedades estratégicas
entre las decisiones de inversión, y la regulación de los servi-
cios de infraestructura (sección IV). Por último, se examinan
los temas de equidad y política social, especialmente los deter-
minantes de la equidad, los espacios de la política social y las
reformas de segunda generación en este frente (sección V).
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I
Introducción
A lo largo de los años noventa el debate económico in-
ternacional y regional ha ido cambiando gradualmen-
te de contenido. El énfasis inicial en los postulados del
Consenso de Washington sobre ajuste macroeconómico
y liberalización de los mercados ha ido dando paso a
una visión más equilibrada, en la cual, como lo seña-
lara recientemente el economista principal del Banco
Mundial, se postulan más instrumentos y objetivos más
amplios para el proceso de desarrollo (Stiglitz, 1998).
Sin dejar de lado la estabilidad macroeconómica y las
ventajas de contar con mercados más abiertos, el me-
jor funcionamiento de dichos mercados y de las estruc-
turas públicas se visualiza cada vez más como un ins-
trumento complementario para buscar objetivos que,
más allá del crecimiento económico, incluyan también
la equidad y la cohesión social, la sostenibilidad am-
biental y el desarrollo democrático.
De acuerdo con este enfoque, se argumenta aquí
que tras los avances logrados con las reformas estruc-
turales en materia de estabilidad macroeconómica,
apertura externa y racionalización del Estado, se re-
quiere una segunda ola de reformas. Pero éstas no pue-
den limitarse a una mayor liberalización de los mer-
cados, sino que deben buscar pragmáticamente una
interrelación entre Estado y mercado que permita de-
sarrollar tan extensa agenda. En algunos casos, puede
ser además necesario reformar las reformas para res-
ponder a los vacíos en la primera ola de reformas que
se han hecho evidentes en los últimos años (Ffrench-
Davis, en prensa). El artículo actualiza y complemen-
ta las ideas que ha planteado la CEPAL a lo largo de los
años noventa, a partir de la obra Transformación pro-
ductiva con equidad (CEPAL, 1990) y de los aportes
seminales de Fernando Fajnzylber que les sirvieron de
sustento (véase, en especial, Fajnzylber, 1990).
El artículo hace un breve repaso inicial de las ca-
racterísticas de la situación actual en la región y luego
aborda sucesivamente temas centrales del manejo
macroeconómico, del mesoeconómico y de la distribu-
ción de los frutos del desarrollo. Desafortunadamente,
las limitaciones de espacio impiden tratar aquí otros as-
pectos de igual trascendencia: los temas relativos a la
sostenibilidad ambiental, al desarrollo democrático y
a las estructuras gubernamentales. El carácter sucinto
de nuestras consideraciones no hace suficiente justicia
a cada uno de los temas tratados, pero sirve para deli-
near elementos fundamentales de la estrategia que vie-
ne proponiendo la CEPAL a los países de la región.
II
Una visión panorámica de la región
El hecho económico más destacado de los años noventa
en América Latina y el Caribe es, sin duda, la reanu-
• Esta es una versión revisada de un documento preparado para el
Seminario "Modelo y políticas de desarrollo: Un tributo a Aníbal
Pinto", organizado por el Banco Interamericano de Desarrollo y el
Banco Nacional do Desenvolvimento Económico (Rio de Janeiro,
22 y 23 de junio de 1998). El autor agradece los comentarios a una
versión previa de este trabajo de Osear Altimir, Osvaldo Rosales y
Osvaldo Sunkel, así como la colaboración de diversas personas de
la CEPAL, en especial Ricardo Ffrench-Davts, Gunther Held y
Stephany Griffith-Jones, quienes participaron en la elaboración de
documentos anteriores, algunas de cuyas conclusiones se recogen
en la parte II de este artículo. Conversaciones con Oscar Altimir y
Samuel Morley han sido muy útiles para aclarar algunas ideas de la
sección V, en la que se recoge en gran medida un documento an-
terior del autor (Ocampo, 1998a). Finalmente, el autor agradece
también a Camilo Tovar por la elaboración de los cuadros y gráfi-
cos incluidos en este trabajo.
dación del crecimiento. Este hecho ha sido mucho más
evidente en América Latina, donde el ritmo medio de
expansión del PIB entre 1990 y 1998 superó ampliamen-
te el de la década anterior (3.5%, contra 1.2% en los
años ochenta) y se aceleró en todos los países, salvo
en Paraguay. En el Caribe, por el contrario, el ritmo
medio sigue siendo más bajo (1.5%) y hay evidencia
de desaceleración en varios países.
El crecimiento medio de la región sigue siendo
inferior no sólo al que la CEPAL ha considerado desea-
ble para cerrar las brechas que separan a la región de
los países más desarrollados (6 a 7% anual), sino a las
tasas que exhibió la región entre los años cincuenta y
setenta: 5.5% anual (gráfico 1). Esto refleja, además,
la dificultad de recuperar los niveles de inversión ca-
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racterísticos de la fase de mayor dinamismo económi-
co. El gráfico 2 muestra claramente este fenómeno: la
tasa de inversión se ha recuperado, de un 20% del PIB
a comienzos de la década a un 23 o 24% en promedio
en los últimos años, aunque dista todavía de los nive-
les anteriores a la crisis de la deuda. Lo que es igual-
mente preocupante, el ahorro nacional se ha manteni-
do bajo, con lo cual el financiamiento de la inversión
hoy depende en mayor proporción del ahorro externo
(gráfico 3).
El mayor crecimiento ha estado acompañado de
más estabilidad macroeconómica. En realidad, la es-
tabilidad alcanzada, inédita en varias décadas, y la
prontitud con la cual las autoridades reaccionan con
decisión frente a los desequilibrios financieros que se
presentan constituyen señales claras de estabilidad y
son, sin duda, fortalezas que le han dado una solidez
relativa a la región en medio de las turbulencias gene-
radas a partir de la crisis asiática (CEPAL, 1998C). La
manifestación más clara de esta tendencia es la dismi-
GRAFICO 3
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nución de la inflación. Aun después de controlar to-
dos los procesos de hipennflación, lo cual redujo la tasa
de incremento de los precios de promedios de tres
dígitos a comienzos de la década a 25.9% en 1995,
dicha tasa continuó reduciéndose al 10.5% en 1997.
Por otra parte, aunque persisten problemas en varios
países y hay fragilidades evidentes, la reducción de los
déficit fiscales a niveles que han oscilado entre el 1 y
el 2% del PIB, en promedio, es otra señal de los avan-
ces en materia de estabilidad, como lo señaló el recien-
te informe de la CEPAL titulado El pacto fiscal {CEPAL,
1998b).
Hay también, sin embargo, elementos preocupan-
tes en este frente. El primero es la gran sensibilidad del
crecimiento económico a los ingresos de capital (gráfi-
co 4), que tiene como uno de los elementos más preo-
cupantes la tendencia a sustituir ahorro interno por
ahorro externo (véase, al respecto, la sección III de este
trabajo). El segundo es la gran sensibilidad de la ba-
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lanza comercial al crecimiento (gráfico 5), lo cual refle-
ja, a su vez, la elevada elasticidad-ingreso de la de-
manda de importaciones que caracteriza hoy a las eco-
nomías latinoamericanas. En este contexto, resulta
paradójico el sesgo que exhiben los paquetes recien-
tes de medidas de estabilización —énfasis en medidas
fiscales y monetarias y, por el contrario, una gran re-
nuencia a emplear los precios relativos (el tipo de cam-
bio) como mecanismo de ajuste—•, dado el generaliza-
do proceso de revaluación real que ha experimentado
la región en los años noventa. Esto puede redundar en
menores tasas de inflación (por lo cual esta mezcla de
política se justifica más en países con mayor tradición
inflacionaria), pero puede conducir a una contracción
mayor que la necesaria en la fase descendente del ci-
clo y, en general, a un comportamiento más inestable
de la actividad económica.
En el frente exportador, el mayor dinamismo que
han puesto en marcha los procesos de reforma es in-
discutible. El volumen de las exportaciones ha venido
creciendo a tasas de más de 10% anual a partir de 1993,
muy superiores al 5% que caracterizó los años ochen-
ta y el inicio de los noventa. El dinamismo del comer-
cio intrarregional ha sido particularmente acentuado.
El comercio recíproco del Mercosur y la Comunidad
Andina creció 20% al año en el último lustro, lo que
lo coloca entre los flujos de comercio más dinámicos
del mundo. Este proceso ha coincidido con una impor-
tante diversificación exportadora, con la cual los pro-
ductos primarios han perdido participación, al tiempo
que ha aumentado la importancia relativa de las ven-
tas externas de manufacturas. Este proceso ha sido
particularmente notorio en México, pero es también
válido para el conjunto de la región cuando se exclu-
ye dicho país (gráfico 6). En esta diversificación, el
GRÁFICO 6
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comercio intrarregional ha desempeñado un papel de-
cisivo. El auge comercial se ha sustentado en una po-
lítica de regionalismo abierto que ha roto tanto las
prácticas regionales del pasado, incluida la tendencia
a restringir los acuerdos de integración al comercio no
competitivo, como las visiones más ortodoxas sobre
integración económica (CEPAL, 1994).
El auge comercial ha coincidido, finalmente, con
un crecimiento sin precedentes de la inversión extran-
jera directa: de poco más de 10 000 millones de dóla-
res a comienzos de la década a 55 000 millones en
1997 (CEPAL, 1998e). Este crecimiento se ha sustenta-
do fundamentalmente en tres procesos: la privatización
de activos estatales en los sectores de servicios
(telecomunicaciones, financieros, de energía y gas, etc.)
y recursos naturales; la apertura o mejora de condicio-
nes para la participación del capital privado en secto-
res de infraestructura y minería, y la reorganización de
las empresas manufactureras multinacionales para me-
jorar su competitividad internacional en función de
acuerdos regionales (incluido el Acuerdo de Libre
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Comercio de América del Norte y la Iniciativa de la
Cuenca del Caribe ) o para defender su participación
en mercados nacionales o subregionales. Por último,
pero no menos importante, se ha producido un inédito
auge de inversiones intrarregionales. El aumento de la
inversión directa ha mejorado sensiblemente la estruc-
tura de las corrientes de capital recibidas por la región,
lo cual, sin duda, explica en parte su solidez frente a
las actuales turbulencias externas.
Aunque no existe todavía un balance completo de
los procesos de reestructuración productiva a nivel
sectorial y microeconómico, hay trabajos en curso que
permiten avanzar algunas generalizaciones. Pese a
grandes diferencias entre países y entre sectores, ha
sido sorprendente la capacidad de adaptación de las
empresas, tanto a las turbulencias de los años ochenta
como a los cambios radicales del entorno macroeco-
nómico y mesoeconómico en los noventa (por ejem-
plo, véase Peres, coord., 1997). Para ello han recurri-
do a diferentes estrategias, tanto defensivas como ofen-
sivas (CEPAL, 1996; Benavente, Crespi, Katz y Stumpo,
1997; Katz, 1998). Las defensivas se centraron en: i)
reestructuraciones organizacionales (reducción de ni-
veles jerárquicos, concentración de las actividades en
unidades o centros de negocios, profesionalización de
la gestión); ü) reestructuraciones productivas con mí-
nima inversión (reducción de líneas de producción,
mayor especialización y desverticalización, tanto im-
portando insumos especializados como externalizando
funciones productivas), y iii) nuevas estrategias de co-
mercialización (importación de bienes, y su comerciali-
zación para completar la gama de productos, mejoras
en las relaciones clientes-proveedores). Las estrategias
ofensivas incluyeron las anteriores, pero agregaron
importantes aumentos en nuevos equipos y tecnología,
licencias internacionales y alianzas estratégicas con
socios nacionales, regionales y transnacionales. La
capacidad de respuesta demuestra, por lo demás, cier-
ta solidez del aprendizaje adquirido en etapas anterio-
res del desarrollo. Los procesos de integración han
desempeñado un papel muy importante en este proceso
de adaptación, especialmente en las ramas manufactu-
reras con mayores contenidos tecnológicos, permi-
tiendo explotar economías de especialización y reali-
zar alianzas estratégicas para servir a mercados que las
empresas conocen mejor. La adaptación de las empre-
sas más grandes ha resultado, en general, menos
traumática que la de las PYME, pero incluso las prime-
ras han perdido terreno frente a las transnacionales.
En general, sin embargo, sigue habiendo una
importante brecha tecnológica entre la industria manu-
facturera de la región y las mejores prácticas interna-
cionales (cuadro 1). Algunos países (en especial Ar-
gentina, Brasil, Colombia y México) están acortando
esa distancia, proceso que se inició en casi todos ellos
en los años ochenta y que en dos casos (Colombia y
México) se interrumpió en la década actual. Un con-
junto muy amplio de empresas han puesto en práctica
estrategias defensivas de reorganización administrati-
va y de racionalización de sus procesos productivos,
pero muchas menos han hecho el tránsito hacia estra-
tegias ofensivas, invirtiendo fuertemente en equipos y
tecnología y acercándose así a la frontera tecnológica
internacional. En el caso de las ampliaciones, ha ten-
dido a haber aumentos en el empleo, si bien con una
relación capital-trabajo muy superior a la del pasado,
y con tecnologías altamente informatizadas. En el caso
de las empresas que han seguido exclusivamente es-
trategias defensivas, el incremento de la productividad
ha contraído los niveles de empleo, con lo cual el em-
pleo industrial se ha reducido en forma marcada en casi
todos los países de la región. El abaratamiento de los
bienes de capital que ha acompañado la recuperación
de los años noventa, a la cual aludimos anteriormente,
ha contribuido también a este proceso.
Por otra parte, aunque en un grupo de países el
sector agropecuario ha recuperado ritmos de crecimien-
to similares o superiores a los de los años setenta, esto
no ha sucedido en el conjunto de la región. Además,
en muchos países se observa un preocupante debilita-
miento de las instituciones de desarrollo y transferen-
cia de tecnología agropecuaria, en tanto que los pro-
ductores más pequeños se han visto afectados por la
desaparición o crisis de las entidades que les servían de
apoyo, sin que hayan sido sustituidas por otros instru-
CUADRO 1
América Latina y el Caribe (algunos países):
Brecha relativa de productividad con
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mentos con igual o mayor efectividad (Ocampo,
1998b).
Los estudios existentes indican asimismo que la
población bajo los niveles de pobreza aumentó en for-
ma marcada en los años ochenta. En los años noventa
la situación ha mejorado en la mayoría de los países
de la región, pero igualmente, con pocas excepciones,
e! porcentaje de hogares pobres es superior al de antes
de la crisis de la deuda. Mientras en 1980 el 35% de
los hogares de América Latina se encontraba en situa-
ción de pobreza, y en 1990 dicha proporción se había
elevado al 41%, en 1994 se mantenía en el 39% (des-
afortunadamente, no existen estimaciones similares
para el Caribe ni cálculos globales más recientes para
el conjunto de América Latina).' En términos de dis-
tribución del ingreso, la década de los ochenta fue tam-
bién de deterioro. La expectativa de que la renovación
del crecimiento económico revertiría dicha tendencia
no se ha materializado y, por el contrario, ha habido
deterioro en algunos países, de manera que los niveles
de desigualdad se encuentran hoy por encima de los
ya elevados que existían antes de la crisis de la deuda
(CEPAL, 1997; BID, 1997; Morley, 1995).
En los años noventa existen dos tendencias parti-
cularmente preocupantes en el mercado laboral, que
generan presiones adicionales hacia la desigualdad. La
primera es la disparidad creciente entre las remunera-
ciones de los trabajadores más calificados y las de
aquellos que cuentan con menores niveles de califica-
ción (CEPAL, 1997). Esta brecha aumentó en forma casi
generalizada en los países de América Latina durante
el primer lustro de los años noventa (gráfico 7). La
segunda es la escasa generación de empleo formal y
el consecuente deterioro de la calidad de los empleos.
De acuerdo con las estimaciones de la oír (1997), poco
más de ocho de cada diez puestos de trabajo creados
en los años noventa corresponden a ocupaciones de
baja calidad en el sector informal. Aunque la informa-
lidad sigue siendo la forma principal a través de la cual
las economías latinoamericanas enfrentan la poca crea-
1
 Debido a la disminución de la pobreza en Brasil a rafe de la
aplicación exitosa del Plan Rea] y del reajuste de los salarios míni-
mos que le sucedieron, el indicador global de la pobreza ha seguido
disminuyendo casi seguramente en los últimos años. La reducción
de la pobreza en un conjunto amplio de países de la región en los
años noventa se destaca también en Morley (1997), con base en los
resultados de un estudio comparativo promovido por el PNUD, el BID
y la CEPAL,
ción de puestos de trabajos, en el trienio 1995-1997 au-
mentó también la tasa de desempleo abierto en la
mayoría de los países de la región (CEPAL, 1998d).
Por otra parte, en los años ochenta la crisis se
reflejó en una disminución marcada del gasto público
social por habitante y como proporción del PIB. En los
noventa, se han recuperado en América Latina, aun-
que no en el Caribe, los niveles que se observaban an-
tes de la crisis de la deuda. Esta recuperación, sin em-
bargo, ha sido dispareja en los distintos países y se ha
concentrado en los gastos que, según los estudios exis-
tentes, tienen la incidencia distributiva menos favora-
ble (aquéllos en seguridad social). Por el contrario, los
gastos en educación por habitante sólo regresaron a
mediados de los noventa a los niveles que eran carac-
terísticos antes de la crisis (CEPAL, 1998b, cap.VI).
GRÁFICO 7
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III
Los retos macroeconómicos
La recuperación de elevados grados de estabilidad
macroeconómica, la valoración positiva de las oportu-
nidades que ofrece el regionalismo abierto en el con-
texto actual de globalización y la búsqueda de estruc-
turas estatales más eficaces y eficientes son logros
destacados de la reestructuración económica que ha
tenido lugar en América Latina y el Caribe en las úl-
timas décadas. Sin embargo, según hemos visto, per-
sisten dos elementos preocupantes en el frente macro-
económico: la elevada sensibilidad del crecimiento a
los flujos externos de capital y la recuperación insufi-
ciente de los niveles de inversión.
1. El manejo de la vulnerabilidad externa
La crisis asiática se ha sumado, en los años noventa,
al efecto tequila de 1994-1995 y a la crisis del sistema
monetario europeo de 1992-1993 y, por supuesto, en
la década anterior, a la crisis de la deuda latinoameri-
cana. La inestabilidad que caracteriza las corrientes in-
ternacionales de capital y que se ha manifestado de esta
manera en las últimas décadas es inherente a su fun-
cionamiento, como lo atestigua la historia económica2
y la ya extensa literatura sobre fallas de mercado aso-
ciadas a problemas de información. Como resultado,
el mercado ha experimentado una sucesión de oleadas
de expansión excesiva y pánicos financieros, indican-
do que tiende a crecer, primero, y a contraerse, des-
pués, más de lo que recomiendan los factores funda-
mentales de las economías. En la coyuntura actual, se
ha hecho notorio otro fenómeno: el de las insuficien-
cias en la coordinación macroeconómica entre las na-
ciones más influyentes en los mercados y la ausencia
de instituciones internacionales apropiadas para mane-
jar un mercado financiero sofisticado pero inestable.
No existe, en efecto, ninguna institución interna-
cional que contribuya a evitar que se desarrollen bo-
nanzas financieras insostenibles, y el Fondo Moneta-
rio Internacional sólo tiene una capacidad limitada para
manejar las crisis posteriores. El Banco de Pagos In-
2
 Para una perspectiva latinoamericana véase el ya clásico ensayo
de Bacha y Díaz-Alejandro (1982).
ternacionales ha avanzado en la expedición de normas
sobre regulación y supervisión bancaria, pero la ins-
trumentación de ellas ha sido limitada. Por su parte,
las agencias calificadoras de riesgo, que deberían des-
empeñar un papel en este frente, tienden a acentuar en
ver de amortiguar tales tendencias, como lo demues-
tra un reciente estudio del Centro de Desarrollo de la
OCDE (Larraín, Reisen y von Maltzan, 1997).
Esto indica que el momento actual es oportuno
para repensar el ordenamiento financiero internacional
y, por el contrario, poco oportuno para considerar una
liberalización adicional de dicho mercado, tema que se
encuentra en discusión en torno al cambio de los esta-
tutos del FMI para otorgarle un mandato en materia de
convertibilidad de la cuenta de capitales. En este cam-
po, la experiencia reciente indica dos cosas. En primer
término, que el centro de atención debe ser el manejo
de las bonanzas y no de las crisis, ya que estas últi-
mas son, en muchos sentidos, el resultado de bonan-
zas mal manejadas. Este es un punto de vista esencial,
ya que de alguna manera las instituciones existentes,
en especial el FMI, han sido diseñadas únicamente para
manejar crisis y carecemos, por el contrario, de instru-
mentos apropiados para alertar sobre la gestación de
bonanzas insostenibles y, mejor aún, prevenir a tiem-
po su desarrollo. En segundo término la ausencia de
un marco regulatorio apropiado a nivel internacional
justifica la adopción de medidas nacionales que estén
orientadas precisamente a controlar las bonanzas que
las autoridades consideren insostenibles, en especial los
sistemas de encajes a pasivos externos que han veni-
do utilizando con éxito Colombia y Chile. El diseño
de mecanismos internos apropiados para .manejar la
volatilidad de los flujos financieros externos ha sido,
de hecho, uno de los temas centrales de reflexión de
la CEPAL en los últimos años (véanse, por ejemplo,
CEPAL, 1998a, parte tercera, y Ffrench-Davis y Reisen,
comps., 1997).
Este diseño debe estar cimentado en el desarrollo
de instrumentos de política c instituciones apropiadas
para el manejo de las bonanzas o, lo que es equivalen-
te, para la prevención de las crisis. El exceso de aten-
ción al manejo de las crisis ignora, en realidad, un he-
cho que debería ser evidente: que el margen de ma-
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niobra con que cuentan las autoridades es mayor en las
bonanzas que en las crisis. Una vez que se desencade-
na esta última, las autoridades no tienen más alternati-
va que adoptar las medidas apropiadas para restable-
cer la confianza, lo cual significa en la práctica adop-
tar medidas procíclicas. En efecto, una bonanza carac-
terizada por la expansión excesiva del gasto público y
privado genera inevitablemente un ajuste, cuya seve-
ridad es función del exceso de gasto precedente. Así,
un aumento insostenible del gasto público, basado en
ingresos tributarios transitorios y el acceso extraordi-
nario al crédito externo, da lugar a un severo ajuste
posterior. Un endeudamiento excesivo del sector pri-
vado, basado en una subestimación de los riesgos de
dicho endeudamiento, da lugar a una severa contrac-
ción crediticia posterior que, en el contexto de los
menores ritmos de crecimiento y las elevadas tasas de
interés reales que caracterizan las fases de ajuste, pue-
de llevar a pérdidas de cartera equivalentes a elevadas
proporciones del PIB, como lo atestigua un conjunto
amplio de crisis bancarias regionales y extrarregio-
nales. Una sobrevaluación de la moneda basada en
ingresos de capital transitorios o unos precios extraor-
dinarios de productos de exportación, dan lugar a una
fuerte presión sobre la tasa de cambio o las tasas de
interés, una vez que dichos fenómenos transitorios
desaparecen.
Así las cosas, el reto fundamental para el manejo
de la vulnerabilidad externa de las economías de la re-
gión es diseñar instrumentos apropiados para adminis-
trar las bonanzas, es decir, para prevenir las crisis.
Algunos han sido ampliamente destacados, en especial
aquellos relacionados con el establecimiento de regula-
ciones prudenciales fuertes de los sistemas financieros
internos, que incluyan tanto la capitalización adecua-
da de las instituciones como esquemas de supervisión
orientados a evitar que los intermediarios asuman ries-
gos inmanejables durante los períodos de bonanza. Uno
de los corolarios de lo anterior es que, en presencia de
una vulnerabilidad mayor que aquella que caracteriza
a las naciones más industrializadas, los requisitos de
capital de los intermediarios financieros deben ser más
severos que los que ha propuesto el Comité de Basilea
del Banco de Pagos Internacionales. La supervisión
prudencial de los créditos externos de corto plazo,
particularmente aquellos intermediados a través del
sistema financiero interno, debe ser también severa.
Cautela especial debe adoptarse además en torno al
uso, como garantía de los créditos, de activos cuyos
precios son excesivamente cíclicos. Por este motivo,
es adecuado en los períodos de inflación de activos
hacer más severos los requisitos que deben llenar di-
chas garantías. Por supuesto, como lo indican también
las controversias recientes sobre la crisis asiática, las
autoridades deben dar señales claras de que no saldrán
en ningún caso a salvar el patrimonio de los dueños
de las entidades financieras (y actuar en consecuencia
si se desencadena una crisis), evitando generar proble-
mas de "riesgo moral" y exigiendo transparencia en las
finanzas corporativas, para prevenir riesgos adiciona-
les de las carteras bancarias.
En el frente cambiario, el mercado ha premiado
una y otra vez una buena estructura del endeudamien-
to externo; por este motivo, los esfuerzos orientados a
mejorar el perfil temporal de los pasivos externos pú-
blicos y privados desempeñan un papel esencial. En el
primer caso, debe ejercerse de preferencia un control
directo sobre los pasivos de todas las entidades públi-
cas, aun las autónomas y descentralizadas. En el segun-
do, como ya se señaló, es conveniente un sistema de
encajes (o impuestos) a pasivos en moneda extranje-
ra. Este esquema ayuda a mejorar dicha estructura y,
al menos según algunos estudios, tiende también a
reducir (por lo menos temporalmente) la magnitud de
los flujos durante las bonanzas, con lo cual cumple el
papel adicional de moderar las presiones cambiarías y
monetarias que se generan durante estos períodos. El
sistema diseñado por Argentina, de establecer eleva-
dos requisitos de liquidez a las entidades financieras
como contrapartida de sus pasivos de corto plazo, pue-
de cumplir un papel muy similar. Dentro de ciertos
márgenes, la esterilización de los efectos monetarios
de los aumentos de reservas que generan los mayores
flujos ha probado también su utilidad para evitar que
éstos se traduzcan en una ampliación excesiva del cré-
dito interno. Por último, una flexibilidad administrada
del tipo de cambio puede ser también útil. Para ello es
necesario, sin embargo, que se permita que dicha fle-
xibilidad opere en ambos sentidos, evitando el sesgo
revaluacionista que se ha hecho evidente en muchos
países de la región durante los años noventa.
El manejo de la vulnerabilidad externa exige tam-
bién diseñar instrumentos fiscales apropiados para tal
fin. Ellos deben incluir, en primer término, mecanis-
mos institucionales que obliguen a esterilizar ingresos
fiscales transitorios. Las experiencias parciales que se
han venido acumulando con fondos de estabilización
de ingresos fiscales provenientes del manejo de pro-
ductos básicos deben extenderse al manejo de ingre-
sos tributarios transitorios. Esto indica, por lo demás,
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que los objetivos fiscales deben fijarse, no en función
del déficit fiscal corriente, sino de alguna medida del
déficit estructural, como acontece en los países de la
Organización de Cooperación y Desarrollo Económi-
cos (OCDE). Más aún, muchos países pueden inclinarse
por compensar total o parcialmente las tendencias de
corto plazo del gasto privado con movimientos en sen-
tido contrario de los gastos o los ingresos públicos,
permitiendo de paso que el endeudamiento público
compense las tendencias del endeudamiento privado.
La solidez de la situación fiscal, mirada tanto en tér-
minos de flujos (superávit o déficit) como de saldos
(deuda) es, conjuntamente con la de los sistemas finan-
cieros internos, esencial para contar con la libertad
necesaria para manejar perturbaciones externas desfa-
vorables.
2. Inversión, ahorro y financiamiento
Las relaciones causales entre ahorro, inversión y cre-
cimiento3 operan en múltiples direcciones, generando
círculos virtuosos (o viciosos): un mayor nivel de in-
versión genera más crecimiento, que a su vez eleva el
ahorro y facilita el financiamiento de mayores niveles
de inversión. Sin embargo, la evidencia empírica tien-
de a respaldar las líneas causales keynesianas, al esta-
blecer que los mayores niveles de ahorro son un efec-
to más que una causa del mayor crecimiento econó-
mico, y que este último induce, a través de efectos
aceleradores, mayores niveles de inversión. Esto indi-
ca que las mejorías (o deterioros) "autónomos" de la ta-
sa de crecimiento tienden a reproducirse, a través de
sus efectos positivos en los flujos de ahorro e inver-
sión.
Por otra parte, las altas tasas de inversión están
invariablemente relacionadas con elevados niveles de
ahorro interno. Esta asociación deriva fundamental-
mente de los límites que existen para mantener déficit
en cuenta corriente (ahorro externo) elevados. Existe
además, amplia evidencia de una fuerte sustitución
entre ahorro interno y externo (gráfico 8), que refuerza
el vínculo precedente e indica que una parte importante
de las variaciones en este último se reflejan en mayor
o menor consumo público o privado.4 Un mayor aho-
rro interno es, además, esencial para enfrentar episo-
GRÁFICO 8
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dios de altas entradas de capital, acumulando reservas
internacionales para esterilizar el efecto expansivo de
dichos capitales y preservar un entorno económico es-
table.
Los altos niveles de ahorro interno están correla-
cionados, a su vez, con altas tasas de ahorro público y
empresarial. La importancia de este último, en la for-
ma de utilidades no distribuidas y reservas de depre-
ciación, fue una característica notoria de los países
asiáticos durante su fase de rápido crecimiento, y lo ha
sido igualmente de la experiencia reciente de Chile,
Esto indica que la clave de un crecimiento acelerado
es un nexo fuerte entre inversión y utilidades de las em-
presas, como lo señalan algunos trabajos recientes (por
ejemplo, Akyüz y Gore, 1994). El incentivo a la re-
tención de utilidades implícito en el sistema tributario
parece haber sido uno de los elementos importantes del
elevado ahorro empresarial de Chile.5 Por el contrario,
no existe evidencia sólida en América Latina (e inclu-
so en general) que avale los efectos positivos de altas
tasas de interés sobre el ahorro. Esto indica esencial-
mente que los efectos de sustitución en los cuales se
sustenta la relación positiva entre estas dos variables
se ven contrarrestados por los efectos -ingreso de las
mayores tasas de interés, que tienden a aumentar el
consumo. Las tasas de interés tienen, en cualquier caso,
un papel importante en la intermediación financiera, en
3
 Entre muchas contribuciones recientes al debate sobre la
interrelación de estas variables, véanse Held y Uthoff (1995), COPAL
(1996), Schmidt-Hebbel, Serven y Solimano (1996), Uthoff y
Titelman (1997) y Gavin, Hausmann y Talvi (1997).
4
 La mitad, de acuerdo con estimaciones de CEPAL (1996) y Uthoff
y Titelman (1997).
5
 Sin embargo, incentivos elevados de este tipo también generan
efectos desfavorables, que no han estado ausentes en el caso chile-
no. En particular, facilitan la concentración de la propiedad. Ade-
más, generan un incentivo adicional a prácticas de evasión tributaria
que son connaturales a cualquier sistema de impuestos a las rentas
de capital, como las de presentar los gastos de consumo de los
dueños de las empresas como gastos intermedios de estas últimas.
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la asignación de recursos que se genera a través de ella
y en la regulación de los flujos de capital. El ahorro
de los hogares es mucho más sensible a mecanismos
de ahorro forzoso, especialmente previsional pero tam-
bién de otro tipo (por ejemplo, requisitos de ahorro
previo asociados a la obtención de créditos de vivien-
da, obligación de mantener una parte de la remunera-
ción salarial en fondos de cesantía, etc.). Vale la pena
resaltar que la importancia del ahorro público señala-
da al comienzo de este párrafo establece también una
conexión importante entre ahorro y tributación. Aun-
que una reducción de la tributación puede inducir
mayor ahorro privado (y existe así por esta vía una
sustitución entre ahorro público y privado), tenderá a
traducirse generalmente, a través de sus efectos sobre
la cuentas públicas, en menores niveles de ahorro na-
cional. En otras palabras, la tributación tiene efectos
similares a los mecanismos de ahorro forzoso.6
En este contexto, las amplias expectativas que ha
despertado la reforma de los sistemas previsionales,
que los transforma de esquemas de reparto en sistemas
de capitalización, sólo están parcialmente fundadas. El
efecto más importante de estas reformas es el que tie-
nen sobre los déficit públicos, pues permiten disminuir
o eliminar los desahorros que han tendido a generarse
con los sistemas de reparto. Los nuevos sistemas pue-
den también hacer una contribución importante a la
oferta de recursos financieros de largo plazo, aunque
la canalización productiva de éstos depende de que se
desarrollen mecanismos institucionales apropiados. Sin
embargo, la contribución bruta al ahorro que hacen
estos sistemas tiende a ser pequeña (poco más del 3%
del PIB durante los años noventa en el caso chileno) y
sus efectos netos dependen de que los ahorros forzo-
sos que genere el sistema previsional no estén contra-
rrestados con menores ahorros voluntarios. En el caso
chileno, este último requisito no se ha cumplido, ya que
el mayor ahorro previsional parece haber sido sustitui-
do por desahorro personal voluntario, facilitado por una
amplia disponibilidad de bienes y de crédito de con-
sumo, producto de la liberalización comercial y finan-
ciera. Por otro lado, el costo fiscal de estos procesos
de reforma es elevado y debe valorarse adecuadamen-
te antes de ponerlos en marcha (CEPAL, 1998b, cap.VII).
El carácter irreversible de las decisiones de inver-
sión indica, por su parte, que esta variable es sensible
a reglas de juego y entornos macroeconómicos esta-
bles. Las medidas destinadas a reducir la. volatilidad
macroeconómica tienen, por lo tanto, efectos positivos
6
 Esto supone, por supuesto, que la mayor tributación no se refleja
en gastos excesivos de consumo público.
sobre ella. También los tienen las inversiones públi-
cas complementarias, especialmente en infraestructu-
ra y la disponibilidad de crédito externo o interno de
largo plazo. También son gravitantes los precios rela-
tivos de los bienes de capital (que en muchos países
están fuertemente asociados a la tasa de cambio real)
y, en países con mercados accionarios más desarrolla-
dos, los precios de las acciones. Los incentivos fisca-
les específicos, como los que buscan fomentar inversio-
nes en actividades con alto contenido tecnológico,
pueden tener efectos favorables, pero aquellos que
incentivan la inversión en términos más generales pue-
den ser costosos en relación con sus posibles benefi-
cios.
La eficiencia con la cual e! mercado financiero
canaliza recursos de ahorro hacia la inversión es tam-
bién esencial en el proceso de desarrollo. Para ello es
importante la creación de instituciones e instrumentos
apropiados, con distintos perfiles de rentabilidad, riesgo
y liquidez, la provisión de servicios con bajos costos
de intermediación, y la regulación y supervisión pru-
dencial. El sector público desempeña un papel funda-
mental en garantizar todos estas condiciones. Ya nos
hemos referido a la regulación prudencial, materia
sobre la cual ha habido avances importantes en muchos
países latinoamericanos. Los elevados costos de los
servicios financieros en casi toda la región indican que
existe un campo propicio para fomentar prácticas com-
petitivas, así como para reducir incertidumbres macro-
económicas que se reflejan en elevados márgenes de
intermediación.
Concentremos, sin embargo, la atención sobre el
primero de los instrumentos mencionados. Las dos
tareas fundamentales que debe enfrentar la acción
pública en este ámbito son la de garantizar que las
empresas pequeñas y las familias pobres tengan acce-
so al crédito, y la de fomentar la disponibilidad de
fondos de largo plazo para el financiamiento de la
inversión. Las líneas de crédito a través de bancos de
"segundo piso", los subsidios a la demanda y/o a los
costos de transacción, y el diseño de fondos de garan-
tías o mecanismos de aseguramiento, son los instru-
mentos básicos para asegurar una adecuada cobertura
de servicios financieros a las pequeñas empresas y a
los hogares pobres, urbanos y rurales. Pese al avance
logrado en algunos países, dicha cobertura es aún muy
precaria.
La tendencia de ahorradores y acreedores a redu-
cir el riesgo, concentrando sus operaciones en transac-
ciones de corto plazo y renta fija, exige también en este
campo un papel activo del sector público. Los meca-
nismos más importantes son la creación de nuevas
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instituciones o instrumentos (fondos de pensiones;
otros inversionistas institucionales que incluyen fon-
dos extranjeros; nuevos instrumentos para facilitar el
financiamiento de la vivienda y la infraestructura priva-
da; fondos o seguros de garantía, etc.); el diseño de
marcos regulatorios y sistemas de incentivos apropia-
dos, y la oferta de servicios financieros por bancos de
desarrollo o fondos de capital de riesgo, públicos o
mixtos.7 En este caso, al igual que en la provisión de
servicios a pequeños agentes, casi todos los países han
seguido contando en gran medida con instituciones
públicas, De hecho, esta puede ser la solución apro-
piada, siempre que se establezcan reglas que garanti-
cen el profesionalismo de sus actividades y se evite la
interferencia política y sobre todo la tentación de con-
vertir tales instituciones en mecanismos de canaliza-
ción de subsidios, que condujo a su crisis en el pasa-
do. Por otra parte, los avances en este frente, particu-
larmente del mercado de capitales, están limitados por
una característica estructural: el predominio de socie-
dades esencialmente familiares, que por supuesto es
mayor en las economías más pequeñas. Este es un fac-
tor central para el diseño de las normas regulatorias y
de promoción del mercado (por ejemplo, aquellas que
afectan el destino de los recursos de los fondos de pen-
siones). A falta de una oferta de acciones amplia, los
bancos de desarrollo pueden contribuir mucho a cana-
lizar los recursos hacia la inversión. Por último, aun-
que las empresas latinoamericanas hacen uso cada vez
mayor del mercado internacional (emisiones en la bolsa
de Nueva York, en particular), no se aprecia el surgi-
miento de mercados regionales de valores. Esta puede
ser una de las áreas que la acción pública podría pri-
vilegiar en el futuro.
Estas consideraciones plantean tanto una amplia
gama de acciones para mejorar los niveles de ahorro e
inversión y los canales de transmisión entre ambos,
como algunas recomendaciones de cautela en varias
áreas (los efectos previsibles de las reformas previsio-
nales, el impacto de reducciones en las tasas de tribu-
tación o aumentos de las tasas de interés sobre el aho-
rro). Una de las conclusiones más sugestivas es la de
que los desplazamientos "autónomos" del crecimiento
económico —es decir, independientes de los factores
que determinan el proceso de ahorro e inversión—
pueden generar círculos virtuosos (o viciosos) que se
reproducen a través de sus efectos sobre el ahorro y la
inversión. En sus distintas variantes, la literatura so-
bre crecimiento económico identifica tres canales fun-
damentales.8 El primero es aumentar el capital huma-
no: sus efectos son de lenta gestación y su gran virtud
es la complementariedad que establece entre crecimien-
to y equidad. El segundo es acelerar el cambio tecno-
lógico. El tercero es explotar las complementariedades
estratégicas de las decisiones de inversión. Los dos
últimos también pueden influir positivamente sobre el
crecimiento y la equidad. El aumento del capital hu-
mano se examinará en la sección V de este artículo.
Las otras dos acciones pertenecen al ámbito de la
mesoeconomía. A ella atenderemos a continuación.
IV
Los espacios privilegiados de la mesoeconomía
El funcionamiento de los mercados, su relación con el
desarrollo institucional y la manera como uno y otro
afectan el comportamiento microeconómico, han sido
algunos de los temas centrales de las propuestas de la
CEPAL en los últimos años. Así como una buena macro-
economía es necesaria para reducir o eliminar incerti-
7
 La canalización de parte o la totalidad de las acciones de empre-
sas privatizadas a través de las bolsas de valores y el liderazgo del
gobierno en la emisión de bonos de mayor plazo son también ele-
mentos importantes, como lo refleja la experiencia de varios países
de la región, También es importante facilitar la emisión de bonos o
acciones en el exterior, aunque en este caso no hay acciones direc-
tas de fomento a la intermediación interna.
dumbres básicas que afectan el funcionamiento de los
mercados, la manera como éstos operan afecta a su vez
el comportamiento macroeconómico. En la propuesta
de la CEPAL, por lo tanto, una buena macroeconomía
depende de una buena mesoeconomía, La importancia
que hemos otorgado al funcionamiento y regulación de
los mercados financiero y cambiario en las secciones
anteriores sirve como una primera comprobación de
este aserto. El papel fundamental que desempeñan los
s
 Hay, por supuesto, otros que se relacionan con el contexto legal
y sociopolítico. Véanse por ejemplo Barro y Sala-i-Martin (199.5) y
Barro (1997).
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factores señalados al final de la sección anterior sobre
el crecimiento económico es otra comprobación.
Los temas esenciales de la mesoeconomía son los
mercados inexistentes e incompletos y las imperfeccio-
nes de los mercados establecidos, así como la estre-
cha relación entre el funcionamiento de los mercados
y las instituciones formales e informales en las cuales
se enmarcan (entidades las primeras como las organiza-
ciones formales de regulación pública y las segundas
como las costumbres, normas o patrones de compor-
tamiento de los agentes). Los temas centrales están
invariablemente asociados a fallas de mercado, tanto
aquéllas resaltadas en la vieja literatura sobre compe-
tencia imperfecta -economías de escala, externalidades
y bienes públicos- como problemas de información en
los cuales ha hecho hincapié la literatura económica en
las ultimas décadas. Obviamente, la posibilidad de co-
rregir tales fallas con acciones públicas depende tam-
bién de que se corrijan las no menos importantes fallas
del gobierno, que incluyen la introducción de racio-
nalidades no económicas ni sociales (burocráticas o
clientelísticas) en el funcionamiento de las institucio-
nes, los problemas de representación (principal-agen-
te), el reflejo en su operación de los intereses económi-
cos dominantes (es decir, los problemas de economía
política), las oportunidades que genera la intervención
del Estado para la captación de rentas y los problemas
de información que afectan igualmente a las acciones
gubernamentales.
La búsqueda de un equilibrio apropiado entre mer-
cado y Estado es, por lo tanto, inherente a una buena
mesoeconomía. Como es obvio, dicho equilibrio está
necesariamente mediatizado por decisiones políticas
fundamentales de cada sociedad. En la actual etapa del
desarrollo de los países de la región, esto impone, en
cualquier caso, la tarea activa de crear y reinventar
instituciones, ya que muchas de las existentes están
profundamente afectadas por patrones de comporta-
miento heredados del pasado o cargan el deterioro
acumulado en un largo período de ajuste económico.
Esto es cierto de instituciones públicas afectadas por
proceso de burocratización o racionalidades corpora-
tivas y clientelísticas, como también de instituciones
privadas, tales como gremios o asociaciones de pro-
ducción y sindicatos, que no han logrado adaptarse
plenamente a los cambios en su entorno, El problema
no se resuelve con la mera eliminación de institucio-
nes inoperantes, como está implícito en muchas pro-
puestas de política. De hecho, la práctica ha demos-
trado que la peor de todas las "instituciones" es la
ausencia de instituciones apropiadas para manejar los
problemas que analizaremos en esta sección. Por ejem-
plo, una de las lecciones penosamente aprendidas en
muchos países de la región (y, peor aún, en algunas
de las economías en transición) es que la ausencia de
regulaciones estatales apropiadas puede convertir las
privatizaciones en masivas transferencias de riqueza e
ingreso, sin que se logren los objetivos de eficiencia
que se persiguen con ellas.
Aunque las esferas de acción en la mesoeconomía
son amplias, concentraremos la atención en tres de
ellas: el desarrollo tecnológico, las complementarieda-
des estratégicas de las decisiones de inversión y la
regulación de los servicios de infraestructura. Estos te-
mas, junto al funcionamiento de los mercados finan-
cieros, a los cuales hicimos alusión en la sección III, y
aquellos relativos a regulaciones ambientales (que por
limitaciones de espacio no se abordan en este ensayo)
constituyen los espacios privilegiados de la mesoeco-
nomía.
1. Desarrollo tecnológico
Los problemas que plantea el desarrollo tecnológico
están íntimamente relacionados con el carácter "táci-
to", no enteramente formalizado, del conocimiento
técnico (Katz, 1984; Katz y Kozakoff, 1998). Esto sig-
nifica que no existe un manual perfectamente codifi-
cado (un blueprint) que pueda comprarse en el merca-
do y, por lo tanto, que la adquisición de este conoci-
miento está asociada a un proceso de aprendizaje. Este
aprendizaje está, además, íntimamente ligado a la ex-
periencia en la actividad productiva, es decir, involucra
necesariamente un aprendizaje por la práctica. En efec-
to, la maestría en el manejo de una tecnología depen-
de de la experiencia en su uso, pero además la expe-
riencia permite aprender con mayor facilidad nuevas
tecnologías e innovar sobre las existentes. Más aún, las
tecnologías generalmente requieren adaptación para
poderlas aplicar en nuevos contextos productivos. Esto
es notoriamente cierto en el caso de tecnologías no
incorporadas (incluidas las técnicas de administración
o de comercialización), pero lo es también para las
incorporadas en equipos o en insumos especiales (una
nueva variedad vegetal, por ejemplo).
Por ello, el conocimiento técnico es tanto un re-
quisito previo como un resultado del proceso produc-
tivo. A nivel individual y organizacional, da lugar a un
proceso de maduración, a medida que se acumulan
experiencias, se expanden las actividades actuales y se
emprenden otras nuevas. Este proceso de maduración
genera, por lo tanto, formas de capital humano indivi-
dual y organizacional. En uno y otro caso, la capaci-
dad de aprendizaje está ligada con la educación de las
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personas involucradas, de modo que se genera una
complementariedad entre el capital humano tecnológi-
co y el educativo. Este capital, por lo demás, no es ple-
namente apropiable: los conocimientos se pueden
enseñar o transmitir, las personas que los han aprehen-
dido se pueden mover entre organizaciones y, obvia-
mente, cuando están incorporados en equipos o insu-
mos, se pueden adquirir. Esto origina externalidades
de diferente tipo que transforman tanto el capital tec-
nológico como el educativo, en una forma de capital
social que podemos denominar "capital conocimiento".
La acumulación de este capital se facilita enormemente
cuando existen instituciones apropiadas, "sistemas de
innovación" que apoyen su desarrollo, que generen
interacciones dinámicas entre el sistema educativo, los
centros de investigación tecnológica y las propias
empresas, y que permitan explotar plenamente las eco-
nomías de escala de la investigación y las externali-
dades que caracterizan el conocimiento tecnológico
(CEPAL, 1990 y 1996). Estas instituciones son, por lo
tanto, elemento esencial del "capital conocimiento".
Debido a la íntima relación entre conocimiento
técnico y experiencia productiva, existe una fuerte in-
terdependencia entre usar tecnología y generarla. De
hecho, la propia adaptación de tecnología puede dar
lugar a innovaciones localizadas y la experiencia pro-
ductiva acumulada a innovaciones de mayor alcance.
Sin embargo, los avances innovativos están ligados a
esfuerzos deliberados por generar nuevos procesos o
nuevos productos o a la utilización de nuevos insumos,
es decir, a esfuerzos explícitos de inversión. Las ren-
tas específicas que obtiene la empresa innovadora tie-
nen el carácter de rentas monopólicas, y constituyen
el gran incentivo a dicha inversión, que se acrecienta
con su protección legal. En contextos competitivos de
dinamismo tecnológico, sin embargo, la inversión en
tecnología se convierte en un requisito para la sobrevi-
vencia misma de las empresas que operan en el mer-
cado.
Las inversiones en este terreno involucran costos
fijos, asociados a indivisibilidades de diferente tipo, y
su rentabilidad esperada es incierta. Aún la imitación
involucra costos fijos, debidos a la necesidad de ad-
quirir información, al carácter incompleto que ella tiene
y a los costos de patentes u otras formas de proteger la
propiedad intelectual. Por este motivo, el acceso a la
tecnología es más limitado para las pequeñas empre-
sas y éstas tienden a acumular con el tiempo desven-
tajas competitivas dinámicas asociadas al menor apren-
dizaje por experiencia. En este contexto, los sectores
productivos incluyen en todo momento empresas con
muy diferentes conocimientos técnicos, con lo cual el
concepto neoclásico de "firma representativa" pierde
significado. Esta diferenciación interna de los sectores
productivos es, por supuesto, esencial para entender los
procesos de reorganización que resultan de choques
competitivos, como aquéllos surgidos de las aperturas
externas de las economías o de trastornos recesivos.
Las consideraciones expuestas tienen amplias
implicaciones para las políticas públicas. Implican, en
primer término, que los procesos tecnológicos se ca-
racterizan por el predominio de economías de escala
dinámicas, en medio de las cuales las ventajas compa-
rativas son creadas, fruto de la propia experiencia pro-
ductiva. Implican, además, que la pérdida de experien-
cia productiva puede generar efectos acumulativos en
el tiempo, que terminan por destruir o rezagar consi-
derablemente el conocimiento tecnológico.9 Aunque la
presión competitiva elimina actitudes complacientes de
las empresas y las obliga a estar al día en sus conoci-
mientos,10 puede tener también efectos opuestos: en
particular, si induce una baja en la producción de un
sector o una empresa, puede originar efectos acumu-
lativos en su capacidad competitiva e impedir que las
empresas inviertan lo suficiente en su adaptación tec-
nológica. El predominio de las estrategias defensivas
sobre las ofensivas durante los procesos de reestructu-
ración productiva en América Latina y el Caribe (véa-
se la sección II de este artículo) demuestra precisamen-
te que la introducción de mayor competencia no siem-
pre pone en marcha las formas de adaptación tecnoló-
gica con mayores potencialidades para la generación
de ventajas comparativas, de "competitividad sisté-
mica", para emplear el término de Fernando Fajnzylber
que ha venido utilizando extensamente la CEPAL en la
última década. Todo ello explica por qué no existe una
clara asociación entre neutralidad de incentivos y cam-
bio tecnológico.11
Los factores expuestos justifican la intervención
del Estado en la creación, adaptación y difusión de
tecnología. Esta es, además, una de las pocas áreas
donde los subsidios estatales (dentro de ciertos lími-
tes) están explícitamente aceptados por la Organización
Mundial del Comercio y son, por lo tanto, consisten-
9
 Véase, por ejemplo, el simple y elegante modelo de Krugman
(1990, cap, 7).
1(1
 Esto significa, por lo demás, que las firmas no maximizan ga-
nancias si no están sobre su curva ele posibilidades de producción,
y que la presión competitiva las obliga a estar sobre ella.
' ' Sobre esta materia existe una amplia literatura. Véanse, por ejem-
plo, los trabajos recogidos en Helleiner (1992).
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tes con el contexto actual de globalización. La protec-
ción de sectores productivos incipientes o en etapas de
aprendizaje intensivo,12 así como la promoción de
nuevos sectores exportadores con iguales característi-
cas, son los instrumentos alternativos, pero para apli-
carlos se precisa una clara delimitación temporal de la
protección o promoción, y una clara asociación entre
ellas y el desempeño.
Dicho sea de paso, en la etapa de proteccionismo
de la historia latinoamericana y caribeña no se cum-
plió con estos requisitos, por lo cual sus resultados en
términos de avance de la productividad fueron clara-
mente subóptimos. Tal posición, por lo demás, estuvo
firmemente arraigada en patrones de economía políti-
ca muy conocidos. Por estos motivos, sin descartar el
uso de instrumentos de protección que cumplan los
requisitos mencionados, los esfuerzos estatales deben
estar orientados a apoyar el desarrollo de redes de in-
novación, impulsando la creación de nuevas institucio-
nes y destinando recursos y generando incentivos para
que se destinen recursos privados a sus actividades.
Entre este tipo de instituciones se encuentran centros
sectoriales o regionales de investigación tecnológica o
de productividad, asociaciones universidad-industria,
redes de asistencia técnica a pequeñas empresas urba-
nas y rurales, parques tecnológicos, fondos de capital
de riesgo orientados a apoyar actividades tecnológicas,
incubadoras de empresas, incentivos a las actividades
de innovación dentro de las empresas o a los aportes
privados a instituciones tecnológicas, etc. Todas ellas
hacen ya parte del panorama latinoamericano y
caribeño, pero su desarrollo no ha alcanzado todavía
un nivel deseado (Alcorta y Peres, 1998).
2. Las complementariedades estratégicas
No existe ninguna idea más central en la teoría clási-
ca del desarrollo económico —ni en la teoría de la loca-
lización, que sirve de base a las teorías de desarrollo
regional y urbano— que el concepto de la complemen-
tariedad entre las decisiones de inversión o de encade-
namientos (hacia adelante o hacia atrás) que ellas ge-
neran, para utilizar el clásico concepto de Hirschman
(1958). Cuando ello coincide con la presencia de eco-
nomías de escala en la producción se generan, en la
terminología moderna, "complementariedades estraté-
12
 También existe, sobre la base de los argumentos mencionados,
una justificación para la gradualidad en los procesos de apertura
económica. Sin embargo, tal anotación sólo tiene hoy un interés
histórico.
gicas" que dan lugar a procesos de aglomeración
(Krugman, 1995).13
Los fenómenos de aglomeración están en la esen-
cia misma de los debates históricos sobre desarrollo
económico. En este sentido, la observación de que
estructuras económicas distintas dan lugar a distintos
ritmos de desarrollo a través de la fortaleza o debili-
dad de las economías de aglomeración que generan, así
como a desequilibrios particulares asociados a la natu-
raleza de dichas estructuras y a la forma como los dese-
quilibrios se van resolviendo, está en la esencia mis-
ma de las teorías estructuralistas de desarrollo. La
defensa clásica de la industrialización por parte de la
CEPAL es parte de esta tradición. En este contexto, las
variables agregadas que analizan otras teorías de cre-
cimiento pueden verse más como efectos que como
causas de esta dinámica estructural. Por ejemplo, los
ritmos de cambio técnico pueden ser enteramente di-
ferentes en distintas dinámicas estructurales, las fun-
ciones de inversión pueden verse igualmente afectadas
e incluso igual aseveración puede hacerse sobre los
ritmos de desarrollo de capital humano que originan.
Este no es, por supuesto, el lugar para analizar los
costos y beneficios de la estrategia clásica de indus-
trialización,14 sino el de examinar la relevancia de es-
tas complementariedades estratégicas en la etapa ac-
tual de desarrollo de la región. Aunque la nueva revo-
lución tecnológica y la globalización han erosionado
algunos de los fundamentos de estos procesos de aglo-
meración, la implicación más importante de ellos es
que la "competitividad sistémica" (o su ausencia) es
el resultado de sinergias y externalidades que se gene-
ran entre las empresas pertenecientes a determinadas
cadenas productivas, y de la forma como dichas cade-
nas se encuadran en el conjunto de la economía. De
ahí se deriva, por ejemplo, la importancia de analizar
los encadenamientos que generan los complejos pro-
ductivos en torno a los recursos naturales (Ramos,
1998) o la forma como los procesos de integración en
marcha vienen generando nuevos encadenamientos
productivos entre sectores industriales de distintos
países (en la industria automotriz, por ejemplo). Otra
implicación significativa en la etapa actual de la región
13
 Los costos de transporte (y, en general, los costos de transacción
asociados a la distancia) desempeñan un papel algo mis complejo.
Pueden contribuir a la aglomeración pero, si son suficientemente
elevados, pueden generar el fenómeno opuesto, como lo señala la
larga tradición de la teoría de la localización.
14
 Mis propias contribuciones a este debate han sido recogidas en
la introducción del trabajo de Cárdenas, Ocampo y Thorp, eds.
(1998).
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es la conveniencia de desarrollar nuevos sistemas de
promoción de exportaciones, en los cuales se incentive
la acción conjunta en mercados de destino de empre-
sas afines de una misma región o país. Igualmente, este
análisis señala la importancia de fomentar mecanismos
que faciliten el intercambio de información entre em-
presarios de un mismo sector o cadena productiva,
especialmente sobre posibles decisiones de inversión,
y que propicien la realización de alianzas estratégicas
entre ellas o induzcan inversiones complementarias, así
como de desarrollar análisis regulares de competitívi-
dad de sectores productivos específicos con los empre-
sarios correspondientes, e incentivar el desarrollo de
grupos de investigación que se especialicen en dichos
análisis. La conformación de parques industriales es
otra estrategia de esa índole, que además tiene espe-
cial trascendencia para la planificación regional y lo-
cal moderna.
La necesidad de tener en cuenta las complemen-
tariedades estratégicas en la nueva etapa de desarrollo
ha sido subrayada por la CEPAL a lo largo de los años
noventa (por ejemplo en CEPAL, 1990, 1996 y 1998a).
Estas propuestas significan, en particular, que la nue-
va estrategia de desarrollo no elimina la conveniencia
de contar con políticas sectoriales de un nuevo tipo (o,
como se dice a veces, en forma más restrictiva, con una
"política industrial"). La experiencia que se viene acu-
mulando en la región indica que dichas políticas de-
ben surgir de esfuerzos conjuntos entre el sector pú-
blico y el sector privado, lo cual exige una transfor-
mación profunda de las instituciones públicas y priva-
das heredadas de la fase anterior del desarrollo. El
objetivo fundamental de dichos ejercicios debe ser ela-
borar "visiones" conjuntas y concertar la forma como
se deben "especificar", para sectores particulares,
mecanismos de apoyo que, a nivel global, deben ser
concebidos como instrumentos esencialmente horizon-
tales (desarrollo tecnológico, formación técnica, pro-
moción de exportaciones, infraestructura, crédito, etc.),
pero que para ser efectivos necesitan "detallarse" (por
ejemplo, señalando la naturaleza de las instituciones
que van a apoyar el desarrollo tecnológico del sector,
los requerimientos colectivos de éste en materia de cali-
ficaciones laborales, la forma en que se van a garanti-
zar los recursos financieros necesarios para su expan-
sión, etc.).
Es evidente que, aun si pueden justificarse teórica-
mente, no existen hoy en la región bases para promo-
ver formas más agresivas de planeación sectorial, como
las que en su momento desarrollaron los países asiáti-
cos. Sin embargo, es importante resaltar que el hecho
de que con frecuencia se oculten decisiones sectoria-
les estratégicas no quiere decir que dichas decisiones
no existan. De hecho, la apertura económica fue una
clara decisión estratégica, más o menos explícita: la de
promover en mayor medida a los sectores que hacen
uso más intensivo de recursos naturales y eliminar
ramas industriales ineficientes. En presencia de recur-
sos públicos escasos, las decisiones de asignar fondos
a algunos sectores para sus actividades tecnológicas o
para la promoción de sus exportaciones involucra tam-
bién decisiones estratégicas (fomentar estos y no otros
sectores, o estos más que otros sectores). Por este
motivo, más que ocultar tales decisiones, es deseable
hacerlas explícitas a través de "visiones conjuntas" de
los sectores público y privado, incluido el laboral.
3. Regulación de los servicios de infraestructura
La privatización creciente de empresas de servicios
públicos y la apertura de espacios para la participación
privada en nuevos proyectos de infraestructura han
ofrecido oportunidades (de eliminar ineficiencias con-
siderables en los sectores correspondientes y de atraer
nuevos capitales, destinando recursos públicos escasos
a otros sectores), pero han planteado también innume-
rables retos. Debido a importantes economías de es-
cala y a otro tipo de dificultades tecnológicas (que han
venido siendo superadas en algunos casos), los secto-
res de infraestructura se caracterizan casi invariable-
mente por estructuras de competencia imperfecta e
incluso en muchos casos constituyen monopolios na-
turales (especialmente a nivel regional y local, pero
también nacional). Además, dado su carácter de servi-
cios no transables internacionalmente, la competencia
externa no desempeña, en este caso, el mismo papel
regulador que en los sectores productores de bienes.
El primer reto que surge en este contexto es la ne-
cesidad de establecer marcos regulatorios apropiados
para garantizar que las tarifas se aproximen a solucio-
nes competitivas y en especial que la mayor eficien-
cia que se puede derivar de los procesos de privatiza-
ción o de la mayor competencia se traslade efectiva-
mente a los consumidores, Los problemas regulatorios
de los períodos de transición son extremadamente com-
plejos, especialmente porque involucran la tarea de
crear mercados (por ejemplo, bolsas de energía) y no
sólo de regular los existentes. Además, los agentes se
encuentran en diferentes etapas de asimilación de los
nuevos marcos de política y tienen información aún
más asimétrica que la que se observa en mercados
maduros. Vale la pena resaltar la importancia decisiva
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de poner en marcha, en este contexto, no sólo entes re-
guladores altamente calificados, sino superintendencias
que vigilen la aplicación de sus decisiones y se intro-
duzcan en una de las áreas más olvidadas del viejo
marco de política: la defensa del consumidor.
El segundo desafío es el manejo adecuado de las
garantías públicas. Este problema tiene particular tras-
cendencia en los nuevos proyectos de infraestructura,
donde el sector privado sólo participa si el Estado está
dispuesto a otorgar garantías contra riesgos que los
agentes privados consideran que no pueden asumir
(riesgos regulatorios y de fuerza mayor, pero también
de ingresos, de liquidez, o de incremento de costos más
allá de lo previsible). La asunción de estos riesgos por
parte del Estado genera contingencias fiscales consi-
derables. Por este motivo es necesario, en primer tér-
mino, diseñar esquemas de participación privada que
minimicen el otorgamiento de tales garantías, limitan-
do los riesgos asumidos por el Estado a aquellos que
no son asegurables en el mercado y que el sector pri-
vado efectivamente no puede controlar. Por otra par-
te, los riesgos que asuma el sector público deben ser
valorados. Las estimaciones correspondientes, aunque
imperfectas, deben tomarse en cuenta en el debate
anual del presupuesto e incluso conviene que el valor
equivalente a la prima anual de los "seguros" que ha
otorgado el Estado sea explícitamente presupuestado.
Ello permite, además, comparar adecuadamente esta
forma de financiamiento con opciones que involucren
una mayor participación de recursos públicos, como los
proyectos financiados por el sector público pero admi-
nistrados privadamente.15
Los problemas que enfrentan la regulación y el
otorgamiento de garantías nos conducen a un tercer
reto: la necesidad de evitar prácticas de captación de
rentas que pueden ser tanto o más aberrantes que en
el esquema público anterior. En esta materia, es esen-
cial adoptar mecanismos de control social que eviten
la "captura" de los entes regulatorios por los regula-
dos. Igualmente, es necesario estimar y discutir públi-
camente, en torno al debate del presupuesto, las prác-
ticas de otorgamiento y los montos de las garantías
concedidas por las instituciones estatales, así como
establecer reglas claras que eliminen las garantías "im-
plícitas" (es decir, la percepción de que los proyectos
privados que fracasen serán rescatados por el sector
público), las cuales pueden dar lugar a serios proble-
mas de "riesgo moral".
V
Equidad y política social
1. El reto de la equidad
Los problemas de equidad característicos de la región
están arraigados en estructuras distributivas altamente
desiguales, en gran medida heredadas de etapas ante-
riores de desarrollo. Como lo señala un reciente infor-
me de la CEPAL (1998d), ellas reflejan la conjunción de
factores educativos, ocupacionales, patrimoniales y de-
mográficos. La fuerte desigualdad en los años de es-
tudio que han cursado las personas ocupadas ha sido
el factor más destacado en los debates recientes. La
falta de equidad está también relacionada con la des-
igualdad en la distribución del patrimonio, aún más
concentrada que la desigualdad en la educación (véa-
se, sobre este aspecto, Birdsall y Londoño, 1997).
Asimismo, el número de personas ocupadas por hogar
es menor en los hogares de ingresos bajos y los pues-
tos de trabajo a los cuales acceden son de menor cali-
dad. Por último, las familias pobres tienen más hijos
dependientes.
Detrás de los patrones nacionales subyacen, ade-
más, considerables disparidades regionales, de tal for-
ma que los problemas de pobreza están relativamente
más concentrados en aquellas regiones que enfrentan
mayores dificultades para integrarse al proceso de
desarrollo. Aunque la migración genera en el largo
plazo una tendencia a la nivelación de los ingresos
regionales, por períodos amplios puede tener también
efectos adversos, ya que es selectiva, es decir, tiende
a extraer de las regiones atrasadas a las personas con
mayor capital humano. Lo mismo sucede con la mo-
vilidad de capitales, que aunque puede tener efectos
niveladores en el largo plazo, durante periodos exten-
sos puede generar, a través de las economías de aglo-
meración, una atracción fuerte hacia los centros de
desarrollo más dinámicos.
15
 Véanse, sobre estos temas, los trabajos incluidos en ¡rwin, Klein,
Perry y Thobani (eds.) (1997) y CEPAL (1998b, cap. IX).
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A partir del trabajo de Morley (1994 y 1995), di-
versos estudios han confirmado que la pobreza tiende
a reducirse con el crecimiento económico. El incremen-
to de la pobreza durante los años ochenta y su reduc-
ción en los noventa obedecen a este patrón. No obs-
tante, éste es estrictamente válido sólo para la pobreza
urbana, en tanto que la pobreza y, sobre todo, la indi-
gencia rurales tienen un comportamiento mucho más
inercial, característico de los fenómenos de "pobreza
dura" (Ocampo, 1998b). Por otra parte, los datos con-
firman ampliamente el deterioro en la distribución del
ingreso que ha tenido lugar a lo largo de las últimas
décadas en varios países de la región.16 El análisis de
este proceso ha sido objeto de una activa polémica en
la que están en juego fundamentalmente dos tesis al-
ternativas. La primera postula la existencia de una
asimetría en el comportamiento de los ingresos de los
más pobres a lo largo de ciclos agudos de crecimien-
to, como los que ha experimentado la economía latino-
americana en las últimas décadas; tienden a reducirse
más en los períodos de crisis de lo que logran recupe-
rarse en los períodos de auge. Esto refleja probable-
mente la pérdida de capital humano (experiencia) du-
rante los períodos de crisis, así como las asimetrías en
el comportamiento del mercado laboral (los recortes de
puestos de trabajo durante las crisis no van seguidos de
aumentos similares en los períodos de auge, los cesan-
tes pierden conexiones laborales que nunca recuperan,
etc.). La segunda tesis estima que la liberalización
económica y la globalización han tendido a deteriorar
la distribución del ingreso.
Uno de los autores que ha recalcado más esta
última visión es Albert Berry. Este autor ha mostrado
en varios trabajos que hay pruebas en el último cuarto
de siglo de que la introducción de medidas de libera-
lización económica ha estado asociada con deterioros,
a veces sustanciales, en la distribución del ingreso (Be-
rry, 1998).t7El trabajo comparativo de Robbins (1996)
indica también que los procesos de apertura comercial
tendieron a generar una mayor desigualdad en la dis-
tribución de los ingresos laborales. Los aumentos en
las disparidades de ingresos entre trabajadores más y
menos calificados durante los años noventa (CEPAL,
1997) y el escaso dinamismo de la creación de empleo
16
 Véase un análisis más extenso de estas tendencias en Altimir
(1997), Berry (1998), Morley (1994 y 1995), B:D (1997) y CEPAL
(1997).
17
 La información de ese autor proviene de las experiencias tic
Argentina, Chile, Colombia, México, ¡a República Dominicana y
Uruguay, en tanto que Costa Rica es una excepción.
formal, a los cuales hicimos alusión en la sección II,
pueden ser también confirmaciones en igual sentido.
Esta desigualdad creciente de las remuneraciones por
niveles de calificación no parece ser exclusiva de la
región. De hecho, un reciente informe de la UNCTAD
(1997) indica que puede ser un hecho casi universal,
ya que ha afectado a varios países industrializados y
algunas economías de rápido crecimiento del Asia-
Pacífico y ha generado, en particular, una presión se-
vera sobre las clases medias de muchos países.
Existen varias explicaciones posibles de estas ten-
dencias. La más sugestiva es la de Rodrik (1997), se-
gún la cual la globalización acentúa la asimetría entre
los factores que pueden cruzar con mayor facilidad las
fronteras nacionales —el capital y la mano de obra más
calificada— y aquellos que no pueden hacerlo: la mano
de obra menos calificada. La posibilidad de relocalizar
la producción hace que la demanda laboral se torne más
elástica en todos los países, reduciendo la capacidad de
negociación de los trabajadores y aumentando la ines-
tabilidad de sus ingresos frente a perturbaciones de la
demanda. Por otra parte, según Berry (1998), la expli-
cación puede estar asociada a las economías de escala
que caracterizan el comercio y financiamiento interna-
cionales, las que se reflejan en la mayor participación
en estas actividades de las firmas más grandes dentro
de cada sector. Tales firmas son, a su vez, las que hacen
uso intensivo de capital y/o mano de obra más califi-
cada. Se ha sugerido también que las mayores transfe-
rencias de tecnología que genera el propio comercio,
incluidas aquellas incorporadas en la maquinaria y el
equipo importados, pueden llevar a que países en de-
sarrollo inmersos en procesos de internacionalización
adopten tecnologías que requieren mano de obra cali-
ficada y han sido diseñadas en función de las necesi-
dades de los países industrializados (Robbins, 1996).
Las estrategias de reestructuración productiva de las
empresas latinoamericanas frente a la apertura y la
globalización han tenido efectos desfavorables sobre
la creación de empleo, según lo señalamos en seccio-
nes anteriores.
En el caso latinoamericano, puede haber otras
explicaciones de este fenómeno. Una de ellas es que
el proceso de liberalización tuvo lugar después de una
década de debilitamiento del gasto social. La mayor
demanda laboral de mano de obra más calificada en-
frentó, por lo tanto, una oferta inelástica de tales tra-
bajadores. Por lo demás, durante el proceso mismo de
liberalización, no hubo esfuerzos claros por acoplar la
demanda y la oferta de calificaciones. Otra explicación
señalaría que la política macroeconómica que ha acom-
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panado el proceso de reforma, en especial la tenden-
cia a la revaluación de los tipos de cambio y la apertura
de las cuentas de capitales, originó patrones de creci-
miento en los cuales las importaciones crecieron más
que las exportaciones, generando además un sesgo en
contra de los sectores con mayor contenido de mano
de obra. El manejo macroeconómico se ha caracteri-
zado, además, por fuertes ciclos de "pare y siga" aso-
ciados al comportamiento de los flujos de capital, lo
cual ha obstaculizado la generación de puestos de tra-
bajo más estables.
2. Los espacios de la política social
Estas consideraciones indican que, sobre una estruc-
tura distributiva ya muy desigual, la crisis de la deu-
da, la liberalización y la globalización (a las que las
distintas explicaciones atribuyen peso diferente) han
acrecentado enormemente el reto en materia de equi-
dad. Uno de los grandes desafíos que enfrenta la re-
gión es, por lo tanto, demostrar que el nuevo modelo
de desarrollo es compatible con la corrección gradual
de las grandes desigualdades sociales existentes. De no
lograrse este objetivo, podrían deteriorarse las bases
políticas de las reformas, que han sido sólidas hasta
ahora, en gran medida porque el retorno a la estabili-
dad macroeconómica ha sido visto como positivo por
el conjunto de la población. Y lo que es igualmente
grave, podrían surgir tensiones sociales que dificulta-
ran la gobernabilidad y erosionaran las bases de los
consensos políticos que han permitido el fortalecimien-
to de la democracia en la región, sin duda otro de los
grandes logros de los últimos años. A más largo pla-
zo, las secuelas de las desigualdades y la pobreza po-
drían minar las bases de la competitividad sistémica,
sobre las cuales descansan las posibilidades de desarro-
llo en un contexto internacional cada vez más abierto.
La experiencia internacional muestra resultados
sorprendentes en el manejo de los riesgos sociales que
trae consigo la globalización. El estudio de Rodrik
(1997) indica que la mayor apertura de las economías
ha estado compensada en el pasado por una mayor
protección social del Estado a la población. Lo ante-
rior se ha reflejado en una relación positiva entre el
grado de apertura y el tamaño del Estado. Según el
autor citado, ésta es válida, tanto para la OCDE como
para una muestra amplia de 115 países, lo cual pare-
cería indicar que la tensión distributiva generada por
los procesos de apertura se abordó en el pasado
intercambiando liberalización económica por mayor
protección del Estado a través de una política social
más activa.
El gasto social es, sin duda, el componente más
importante a través del cual el Estado influye en la
distribución del ingreso. Existe, en efecto, corrobora-
ción amplia de que el efecto del gasto social sobre la
distribución secundaria del ingreso es significativo. La
información disponible para América Latina sobre esta
materia indica que, en términos absolutos, los secto-
res de mayores ingresos se benefician más del gasto
social. Sin embargo, como proporción de los ingresos
de cada estrato, los subsidios que se canalizan a tra-
vés de dicho gasto son mayores para los sectores más
pobres de la población. Este patrón global es el resul-
tado de los impactos distributivos muy diferentes de
distintos tipos de gastos. La focalización hacia los po-
bres (es decir, la proporción del gasto que se destina a
los pobres en relación con la proporción de la pobla-
ción en estado de pobreza) es elevada para los gastos en
salud, educación primaria y, en menor medida, educa-
ción secundaria. Por el contrario, los gastos en seguri-
dad social y en educación superior tienen una tenden-
cia generalmente regresiva. Los gastos en vivienda se
encuentran en una situación intermedia, ya que bene-
fician especialmente a estratos medios de la distribu-
ción del ingreso. Estos resultados indican que existe
un amplio margen para mejorar la distribución del
ingreso a través del gasto social, pero también para
mejorar la focalización de este último, como lo señala
un reciente estudio de la CEPAL. La forma en que esto
se financie no es, por supuesto, irrelevante: un finan-
ciamiento con impuestos directos tiende a ser más pro-
gresivo que un financiamiento con impuestos indirec-
tos y, lo que es igualmente importante, un finan-
ciamiento inadecuado, que se traduzca en aceleración
de la inflación, puede contrarrestar los efectos distribu-
tivos favorables (CEPAL, 1998b, cap. VI).
Existe, por lo tanto, un margen apreciable para
conjugar la liberalización económica con una política
social más activa, como parecen reflejarlo, por lo de-
más, los patrones internacionales tradicionales. Es
necesario entonces dedicar esfuerzos a reorientar el
gasto público hacia el sector social —como ya se ha
comenzado a hacer en América Latina en los años
noventa—, así como para focalizar el gasto social y
maximizar sus efectos distributivos favorables. Algu-
nos países pueden también inclinarse por una expan-
sión adicional del gasto social financiada con mayo-
res ingresos tributarios. Esta fue, de hecho, la alterna-
tiva por la cual optó el gobierno chileno a comienzos de
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la década actual, sin que con ello se perjudicasen la
inversión real ni el crecimiento económico. Es también
la opción que ha seguido Colombia en los años noventa
(el país de la región que más ha aumentado el gasto
social en esta década), aunque en este caso ha habido
un desfinanciamiento parcial y, por lo tanto, necesida-
des de ajuste fiscal que no se han atendido por comple-
to. En estos casos, el impacto distributivo neto depen-
derá, según hemos visto, de la forma de financiamiento.
En el largo plazo, la mayor inversión en capital
humano permite también incidir sobre uno de los fac-
tores estructurales de la distribución del ingreso. Los
estudios existentes muestran, en efecto, que una ma-
yor asignación de recursos a la educación, que permi-
ta mejorar la distribución de capital humano en la so-
ciedad, puede tener efectos sobre la distribución del
ingreso muy superiores a aquellos que se han estima-
do en los estudios de incidencia distributiva de corto
plazo (por ejemplo, EID, 1997, pp. 82-83). Como nota
de cautela, cabe resaltar que existe también corrobo-
ración de que un gran esfuerzo en educación tenderá a
reflejarse en retornos decrecientes a la inversión en ella.
Además, como en un proceso de crecimiento la eco-
nomía demanda mayores niveles educativos para un
mismo puesto de trabajo, hay una "devaluación" de la
educación en el mercado laboral y, por lo tanto, de la
generación de ingresos.
Esto es lo que indica un reciente informe de la
CEPAL (1998d). Este estudio comprueba que la expan-
sión de los años de estudio registrada en las últimas
décadas en América Latina (en un promedio de tres
años y medio, si se comparan los años de estudio de
los jóvenes de 20 a 24 años con los de sus padres), no
ha logrado mejorar las oportunidades de los jóvenes
provenientes de estratos sociales pobres. En efecto, el
informe encuentra que sólo la mitad de los jóvenes
urbanos y una cuarta parte de los rurales han mejora-
do su nivel educativo en relación con el de sus padres
más de lo que han aumentado las exigencias del mer-
cado de trabajo, de tal forma que tienen efectivamente
mejores oportunidades ocupacionales que sus proge-
nitores. Esto concuerda con los resultados de encues-
tas que señalan que sólo la mitad de los jóvenes lati-
noamericanos consideran que tienen mejores oportu-
nidades que sus padres.
En igual sentido, el informe citado muestra que
los esfuerzos por ampliar la cobertura educativa no se
han traducido en una disminución de la distancia que
separa a los jóvenes de distintos estratos sociales. En
particular, si se tiene en cuenta el capital educativo de
los padres, los logros educativos de los jóvenes lati-
noamericanos no han mejorado (o sólo lo han hecho
marginalmente) en los últimos 15 años.18 Además, se
advierte que los jóvenes con el mismo nivel educativo
y las mismas ocupaciones ganan entre 30 y 40% más
que sus congéneres si provienen de hogares cuyos
padres tienen mayores ingresos. Esto muestra que la
expansión de la educación en un contexto de desigual-
dad social no siempre se traduce en igualdad de opor-
tunidades. Aun en Chile, donde una mejor distribución
de las oportunidades educativas ha coincidido con una
economía muy dinámica y un ritmo positivo de crea-
ción de empleo, todo lo cual se ha reflejado en una
reducción sensible de la pobreza, la distribución del
ingreso no ha mostrado hasta ahora mejoría.
Por este motivo, si bien mayores niveles de edu-
cación y una mejor distribución de las oportunidades
educativas son esenciales, no bastan para mejorar la
distribución del ingreso. Es necesario aplicar simultá-
neamente políticas en las áreas educativa, ocupacional,
patrimonial y demográfica, y dirigir acciones particu-
larmente agresivas en todos estos frentes hacia las
zonas rurales y hacia regiones atrasadas o aquellas que
han tendido a quedarse rezagadas con los cambios en
los patrones de desarrollo.
En el caso de la educación, las reformas deben
tender a que los jóvenes completen la educación se-
cundaria, con una calidad y a una edad adecuadas, y a
reducir la gigantesca brecha que subsiste en todos los
países, entre las oportunidades educativas de la ciudad
y del campo. Debe apuntarse además a compensar las
desventajas con que inician sus estudios los niños
provenientes de los hogares más pobres, ampliando la
cobertura de la educación preescolar, reteniendo a los
jóvenes más tiempo dentro del sistema escolar y ma-
nejando adecuadamente los problemas del embarazo
adolescente, que afectan las oportunidades educativas
de la madre y de sus hijos. Como lo señala una am-
plia literatura sobre el tema, los avances educativos (y
los esfuerzos especiales con tal propósito) deben
traducirse, además, en una planificación familiar cons-
ciente, que reduzca los problemas de alta dependencia
demográfica que caracteriza a los hogares más pobres.
En materia ocupacional, los esfuerzos más impor-
tantes deben estar dirigidos a la capacitación para el
18
 Por ejemplo, a comienzos de los años ochenta, la proporción de
jóvenes cuyos padres tenían entre seis y nueve años de educación
que llegaban a tener educación secundaria completa oscilaba entre
33 y 43% en los países analizados en el estudio; a mediados de los
noventa, dichas proporciones permanecían prácticamente
inmodificadas: entre 36 y 46%,
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trabajo y a desarrollar redes integrales de apoyo (ca-
pacitación empresarial, transferencia de tecnología,
crédito, nuevos canales de comercialización) a las em-
presas pequeñas y microempresas urbanas y rurales,
donde laboran las personas de menores ingresos. Aun-
que la globalización exige, sin duda, que se flexibilicen
algunas normas laborales, es evidente que la solución
a los problemas estructurales de empleo de la región
no está en una liberalización radical de dicho merca-
do. Más aún, la mayor flexibilidad laboral que se acuer-
de políticamente en cada país debe ir acompañada por
mayor protección social en otros campos. En particu-
lar, hay claras pruebas en la región de que las políti-
cas más activas de salario mínimo (obviamente, den-
tro de los límites de su sostenibilidad macroeconómica)
están asociadas a mayores reducciones de los sectores
en situación de pobreza en los años noventa (Morley,
1997). Los sistemas de información sobre oportunida-
des de empico y de calificación para el trabajo, espe-
cialmente los orientados a quienes han perdido sus
puestos de trabajo, se encuentran todavía muy atrasa-
dos.
Por último, conviene resaltar la importancia de
orientar la discusión hacia las oportunidades para me-
jorar la distribución de activos, como las políticas diri-
gidas a pequeños productores y las de vivienda social.
En este campo, uno de los aspectos que debe recibir
especial atención son los mecanismos que permitan
redistribuir activos sin generar distorsiones en la acti-
vidad económica, como la creación o perfeccionamien-
to de instituciones para canalizar crédito a pequeñas
empresas o microempresas sin distorsionar el merca-
do, o los nuevos esquemas de reforma agraria que uti-
lizan activamente el mercado de tierras.
3. La política social y las reformas de segunda
generación
Los esfuerzos por aumentar y focalizar el gasto social
en la región deben complementarse con una importante
reorganización del sector, que haga más eficiente y
efectiva la oferta de servicios sociales. Este es uno de
los temas centrales de las llamadas reformas de segun-
da generación, cuyo propósito esencial es elevar la efi-
ciencia de los mercados e incorporar criterios de racio-
nalidad microeconómica en la provisión de aquellos
servicios que han carecido de ellos.
En el tema de los servicios sociales se ha hecho
hincapié en la introducción de elementos de competen-
cia en su provisión (creación de cuasimercados), con
la participación de agentes privados y con cambios en
las modalidades de apoyo estatal (desde los tradicio-
nales subsidios a la oferta de dichos servicios hasta
subsidios a la demanda). En forma paralela y comple-
mentaria se ha procurado descentralizar la prestación
de aquellos servicios que continúan a cargo del Esta-
do, crear nuevos esquemas de gestión pública orienta-
da a resultados, dar autonomía efectiva a las entidades
públicas prestadoras de servicios y establecer mecanis-
mos de participación ciudadana para el control de la
gestión pública. Unos y otros componentes de esta
reorganización, pero especialmente los primeros, están
orientados a enfrentar las fallas de gobierno que se han
hecho evidentes en el pasado en la provisión de servi-
cios sociales y que se reflejan en la ineficiencia y baja
calidad de los servicios prestados por el Estado.
La experiencia muestra que el sector privado res-
ponde en forma dinámica a los incentivos que se le
proporcionan. Sin embargo, indica igualmente que
dicha participación está sujeta a fallas de mercado,
tanto de carácter tradicional, relacionadas con econo-
mías de escala, como aquellas asociadas a problemas
de información, resaltadas por la literatura más recien-
te, que dan lugar a fenómenos de competencia imper-
fecta, selección adversa y riesgos morales (Ocampo,
1996). En economías con fuertes disparidades distri-
butivas, el problema más importante es la atracción
natural, generada por el mercado, a que el sector priva-
do oriente su oferta —tanto en cantidad como, espe-
cialmente, en calidad— a los sectores de mayores in-
gresos. Este problema no se soluciona necesariamente
con un esquema de subsidios a la demanda y exige, por
lo tanto, que el Estado diseñe instrumentos para aumen-
tar la oferta dirigida a los sectores de menores ingre-
sos. Como la oferta pública ha sido en muchos casos
igualmente incapaz de llegar a ciertos sectores de la
población (por ejemplo, en los programas de vivienda
popular), es preciso promover la participación de nue-
vos agentes, que generalmente tienen un carácter soli-
dario o comunitario.
Las dificultades anteriores se acentúan cuando el
diseño de los esquemas de participación privada no
incluye claros principios de solidaridad, como lo ilus-
tra el sistema privado de salud en Chile (CEPAL, 1998b,
cap. VII). En este caso, la selección adversa —tanto
por estratos socioeconómicos como por los riesgos de
salud asociados a la edad de la población cubierta—
puede ser muy marcada. Sin embargo, la introducción
de elementos de solidaridad no soluciona automática-
mente el problema. Así, por ejemplo, la reforma de la
salud en Colombia estableció un sistema en el cual los
beneficios son totalmente independientes del monto de
la cotización, pero la respuesta del sector privado ante
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los estratos más pobres ha sido igualmente frustrante.
La respuesta privada puede ser, además, geográfica-
mente desequilibrada: responde mejor en ciudades
grandes, pero es insuficiente en pequeñas poblaciones
o en el sector rural, donde —debido a mínimas econo-
mías de escala— puede haber "monopolios naturales"
en muchos servicios, bajo condiciones en las cuales,
además, su provisión no es rentable.
En los casos en que la oferta responde inadecua-
damente —en términos de cantidad o calidad— a los
incentivos generados por los subsidios a la demanda,
puede ser conveniente diseñar fórmulas intermedias,
que podrían denominarse "subsidios a la oferta con
criterios de demanda", los cuales permitirían actuar so-
bre la oferta, incluida la calidad de los servicios, y ob-
tener al mismo tiempo los beneficios tradicionales de
los subsidios a la demanda en términos de focalización
de los beneficiarios. Los esquemas intermedios consis-
ten en la contratación de determinados agentes para
proporcionar los servicios a un grupo específico de la
población, a través de un sistema de concurso compe-
titivo, o de la promoción de organizaciones comunita-
rias o solidarias con el propósito explícito de otorgar-
les la administración de los servicios correspondien-
tes. Este puede ser también el esquema apropiado para
promover la creación de nuevos servicios o la mejoría
en la calidad de los existentes (por ejemplo, para ele-
var la calidad del sistema educativo, como viene ha-
ciéndose en Chile).
Por otra parte, los problemas de información son
mucho más graves en los mercados de servicios que
en los de bienes. En particular, hay insalvables asime-
trías en la información entre quienes prestan servicios
muy especializados y quienes los reciben (entre médi-
co y paciente, en particular, en el caso de la salud, pero
fenómenos similares se dan también en la educación).
Por este motivo, el desarrollo de cuasimercados para
la prestación de servicios sociales exige la creación de
esquemas mínimos de información e instrumentos muy
desarrollados de protección a los usuarios.
Las reformas que se adopten en este marco de-
ben ser pragmáticas e involucrar, por lo tanto, un im-
portante componente de gradualismo y aprendizaje por
experiencia. Más aún, debe tenerse presente que los
nuevos esquemas de participación privada no son en
todos los sectores un sustituto de la oferta pública de
servicios. Por este motivo, los esfuerzos por mejorar
la oferta pública a través de la descentralización, la
autonomía de las entidades prestadoras de servicios, la
introducción de criterios de evaluación de la gestión
pública y el control ciudadano son, sin duda, elemen-
tos centrales de cualquier reforma en materia de ser-
vicios sociales.
Por último, conviene poner de relieve que uno de
los grandes hitos de las reformas en los servicios so-
ciales debe ser el diseño de sistemas apropiados de
regulación, información y control de calidad de los
servicios prestados. Esto es particularmente importan-
te cuando las características especializadas de los ser-
vicios no garantizan la transparencia de la información
en la que se basan los consumidores para elegir a sus
proveedores. Este es un tema todavía incipiente, al que
deberán dedicarse esfuerzos considerables en los próxi-
mos años.
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